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Nº Expediente V.P.P.: [P28-29-30: 10-GP-00177.5/2004]

Dirección General de la Vivienda 

de la Comunidad de Madrid

Órgano sancionador en materia de vivienda protegida

C/ Maudes, 17, Madrid

D./Dña. …………………………………………………………………., con D.N.I. …………………………… y domicilio a efectos de notificaciones en ............................................................................................................................................. 

Expone
Los siguientes hechos susceptibles de infracción de «la normativa en materia de vivienda con protección o financiación cualificada de la Administración estatal o autonómica cuya promoción, construcción, arrendamiento o rehabilitación se lleve a cabo dentro del ámbito territorial de la Comunidad de Madrid», ex. Art. 1 de la Ley de Régimen sancionador en materia de viviendas protegidas de la Comunidad de Madrid, ante el órgano competente ex. Art. 4 de la citada norma:
1º Después de solicitar ante el Instituto Municipal de Suelo de Móstoles con CIF A79011847 (en adelante IMS) una vivienda de protección pública en el municipio de Móstoles, el 30 de junio de 2.004 resulté agraciado en el sorteo realizado por la citada promotora pública.
Por aquella fecha, los precios de la vivienda protegida estaban recogidos en la Orden 496/2.004. Según el Art. 2 de esta Orden, el precio máximo de la Zona 1 y 2, que es la referente a Móstoles, era de 973,47€ el m² útil, para la vivienda y del 60% del valor de este último para las plazas de garaje, esto es, 584,08€.

2º Estando vigentes los anteriores precios, el IMS, siguiendo el correspondiente procedimiento administrativo, solicita el día 30 de julio de 2.004 a la Dirección General de Arquitectura y Vivienda la Calificación Provisional de la promoción a la que pertenece la vivienda de la que soy propietario y la financiación cualificada, con arreglo al R.D. 1/2.002 y al Decreto 11/2.001 de 25 de enero de la Comunidad de Madrid. La solicitud de Calificación Provisional estaba acompañada de la documentación que acreditaba la disponibilidad de los terrenos para construir, ex art. 13.1.b de la norma autonómica citada, vigente en esa fecha.

3º Antes de que el órgano competente para decidir sobre la Calificación Provisional se pronunciara, entra en vigor el 16 de noviembre de 2.004 en la Comunidad de Madrid la Orden 2863/2.004, por la que adecuan los precios máximos de venta de las viviendas protegidas a lo dispuesto en la normativa estatal.

Según esta nueva Orden el precio máximo de venta correspondiente al municipio de Móstoles pasa a ser de 1.263,49€ por m² útil de vivienda y de 758,09€ m² para los garajes, ex. Art. 2., modificado por la Orden 3349/2.004.

4º Ante el sustancial incremento de precios, el IMS solicita de nuevo a la Dirección General de Arquitectura y Vivienda que, en lugar de aplicar los precios de la Orden 496/2.004, inicialmente solicitados, sean de aplicación los de la Orden 2863/2.004. Esta solicitud es de fecha 13 de enero de 2.005.
Este cambio de precios lo fundamenta en IMS en que a día de la solicitud «no ha suscrito contrato de compraventa ni titulo de adjudicación alguno sobre las viviendas objeto del expediente de Calificación».

5º No obstante lo anterior, la Dirección General de Arquitectura y Vivienda notifica al IMS su resolución sobre la solicitud de Calificación Provisional del expediente de referencia en fecha 28 de septiembre 2.005. En esta resolución, que no pone fin a la vía administrativa, ya que cabe recurso en el plazo de un mes desde el día siguiente a su notificación, se concede la Calificación Provisional según lo solicitado por el IMS inicialmente, es decir, con los precios de la Orden 496/2.004 y la financiación cualificada del R.D. 1/2.002.

Efectivamente, el IMS, no conforme con la citada resolución, recurre, en octubre de 2.005 y solicita nueva resolución conforme a sus pretensiones de precios según la Orden 2863/2.004.

No será hasta el 26 de octubre de 2.005 cuando la Dirección General de Arquitectura y Vivienda requiera al IMS la documentación que faltaba al momento de solicitar la actualización de precios según la Orden 2863/2.004. Para esto le da un plazo de 10 días para su subsanación. En concreto, la autoridad autonómica en materia de vivienda protegida le pide al IMS para poder proceder a la actualización de los precios ex 2863/2.004 que «certifique no sólo que no se han suscrito contratos de compraventa o títulos de adjudicación, tal como se hace en la solicitud de actualización, sino también habrá que certificar que no se han percibido cantidades a cuenta del precio. . .».

En noviembre del 2005, el IMS certifica que «no ha suscrito contrato de compraventa ni opción de compra, ni título de adjudicación ni se han percibido cantidades a cuenta del precio sobre las viviendas de la promoción objeto del expediente de Calificación [10-GP-00177.5/2004]».

6º Así las cosas, el IMS convoca a todos los adjudicatarios provisionales para la firma de los contratos de adjudicación en su sede social, Calle Violeta de Móstoles. A este acto, se debía acudir, entre otros documentos, con el justificante de ingreso en la cuenta abierta al efecto o cheque bancario a su favor, por valor del 10% del precio de venta, incrementado en el IVA correspondiente, a cuenta del precio de la vivienda. Al tiempo, se informa del giro de tres recibos más a cuenta del precio más el IVA correspondiente. Todo ello siguiendo el contenido de la Orden 2863/2.004, respecto a los precios aplicados.

Este documento se firma el día ………………………………….. Se adjunta este documento, dada su importancia e individualidad del mismo.

7º La dirección General de Arquitectura y Vivienda, resuelve, al fin, según las pretensiones del IMS, con fecha de 28 de diciembre de 2.005. Es decir, concede la actualización de los precios según lo dispuesto en la Orden 2863/2.004. Ahora bien, el órgano competente añade a la resolución: «En este único sentido se modifica la cédula original. . . En ningún caso, esta modificación puede ir en perjuicio de terceros».

8º El 21 de abril de 2.008 se otorga la Cédula de Calificación Definitiva del expediente de referencia y el día ………………………………… firmé las escrituras de compraventa de la vivienda, terminando de pagar en este acto a la promotora IMS el resto de precio. Se adjunta este documento debido a la importancia del mismo y de su individualidad.

Fundamentos jurídicos

1º Se dirige la presente solicitud al órgano con potestad sancionadora en materia de vivienda protegida de la Comunidad de Madrid, conforme le atribuye el Art. 36 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid y se materializa en el Art. 4 de la Ley 9/2.003 «del Régimen sancionador en materia de vivienda protegida de la Comunidad de Madrid».

2º La legitimación pasiva recae en la persona del IMS, como responsable de los hechos constitutivos de infracción administrativa, «aún a título de inobservancia», ex Art. 2.1 de la Ley 9/2.003. El Art. 2.4 advierte que: «Asimismo, serán responsables subsidiarios de las infracciones administrativas tipificadas por la presente Ley, los administradores de las personas jurídicas cuando no realicen los actos necesarios que sean de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa correspondiente, consientan el incumplimiento de la misma por parte de quienes de ellos dependen o adopten acuerdos que hagan posible la comisión de las infracciones tipificadas en la presente Ley».

3º El procedimiento para la obtención de la Calificación Provisional se inicia con la solicitud del IMS el día 23 de julio de 2.004. El documento en cuestión menciona las normas jurídicas por las que se regirán, en el futuro, las viviendas protegidas objeto de la solicitud. Son normas, obviamente, vigentes en la fecha de solicitud. Pues bien, el art. 13.2. del Decreto 11/2.001 dice que «Transcurridos tres meses desde la presentación de la solicitud sin que se haya notificado la resolución expresa, la calificación provisional se considerará otorgada a todos los efectos. La existencia del silencio administrativo producido podrá ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, pudiendo instarse de la Dirección General de Arquitectura y Vivienda la expedición del certificado acreditativo del silencio producido, en los términos establecidos en el art. 43 de la Ley 30/1992 LPC». 

Esto significa que desde el día 23 de octubre de 2.004 es definitiva la resolución de la Calificación Provisional por silencio administrativo positivo, antes de la entrada en vigor de la Orden 2863/2.004 que fue el 16 de noviembre de 2.004. Por lo tanto, la posterior solicitud de actualización de precios de 13 de enero de 2.005 no debió tenerse en cuenta, tal y como indica el art. 4.1. de la citada Orden autonómica, por estar fuera de su ámbito de aplicación. Siguiendo con este razonamiento, el régimen jurídico de protección y de financiación cualificada aplicable a la vivienda de mi propiedad sería el que el propio promotor indica en su solicitud, y los precios máximos, los vigentes en la fecha de la Calificación provisional por silencio administrativo positivo, de la Orden 496/2.004.

4º En la solicitud de Calificación Provisional, el promotor de viviendas protegidas debe acompañar, según el Decreto 11/2.001 ex art. 13.1.b, la documentación que acredita la disponibilidad de los terrenos para construir. En la solicitud de Calificación Provisional que lleva a cabo el IMS el día 23 de julio de 2.004 se acredita la cesión de los terrenos por parte del Ayuntamiento de Móstoles para este fin, es decir, antes de la entrada en vigor de la Orden 2863/2.004 el día 16 de noviembre de 2.004, por lo que por aplicación del art. 4.3 de la citada Orden, tampoco sería posible la actualización de los precios por quedar fuera del ámbito de aplicación de la norma, cuando dice que: «En todo caso, en las promociones para venta o uso propio que se lleven a cabo sobre suelos adjudicados por las Administraciones Públicas o Entidades dependientes de las mismas, con anterioridad a la entrada en vigor de esta Orden, serán de aplicación los precios máximos de venta establecidos por la Orden 496/2.004, de 16 de marzo, de esta Consejería».

5º A pesar de las argumentaciones jurídicas anteriores que hacen firme la Calificación Provisional, el IMS solicitó la actualización de los precios máximos de venta. La Comunidad de Madrid debió inadmitir esta solicitud de actualización de precios, por aplicación de la normativa vigente en ese momento. 

El hecho en sí, de que una promotora de vivienda pública, solicite, una vez ya había pedido la Calificación Provisional conforme a los precios de la Orden 496/2.004, un cambio de los mismos, ex Art.2 de la Orden 2863/2.2004, para beneficiarse del incremento de precios es posible, así lo establece el Art. 4 de la citada Orden. Ahora bien, la norma establece una serie de requisitos para que la Dirección General de Arquitectura y Vivienda pueda garantizar la seguridad jurídica de terceras personas involucradas, es decir, el procedimiento administrativo está regulado, no es discrecional.

Con el fin de dar cumplimiento a los requisitos necesarios para el cambio de precios, el IMS debe «manifestar expresamente», ante la Dirección General de Arquitectura y Vivienda, según el Art. 4.2.c de la Orden 2863/2.004, dos circunstancias: que aún no ha suscrito contratos de adjudicación sobre las viviendas objeto de expediente de Calificación y que no ha percibido «cantidad a cuenta del precio». Sin embargo este segundo punto lo omite en su solicitud. Dada la omisión en la solicitud del IMS, la Dirección General de Vivienda y Arquitectura resuelve conforme a la primera solicitud, es decir, son de aplicación los precios más beneficiosos para los futuros adjudicatarios de la Orden 496/2.004 y la financiación cualificada del R.D. 1/2002.

El plazo para recurrir esta resolución es, según se indica expresamente en la misma, de «un mes desde el día siguiente a la notificación de la presente». Posteriormente el IMS volverá a solicitar a la Comunidad de Madrid que se otorgue «la aplicación del precio establecido en el Art. 2 de la Orden 2863/2.004, de 8 de noviembre». Pero es una solicitud que no recurre la resolución de la Dirección General de la Vivienda, ya que no añade nada a la anterior. Es simplemente reiterativa en sus pretensiones, no añade materialmente nada. El IMS, parece ser, que por desconocimiento de la normativa, continúa omitiendo el requisito que establece el Art. 4.2.c. de la Orden 2863/2.004, según el cual, debe «manifestar expresamente que no ha percibido cantidades a cuenta del precio».

Ante la solicitud inocua del IMS, la Dirección General de Arquitectura y Vivienda, requiere al IMS, el día 26 de octubre de 2.005 para que, de nuevo, pero ahora en el plazo de 10 días ex Art. 71.1 de la Ley 30/1.992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, subsane el defecto que tenía su solicitud de cambio de precio. 

En esta ocasión, la Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la Comunidad de Madrid, le da una oportunidad más al IMS para que consiga aplicar los precios de la Orden 2863/2.004. Ejerciendo una tutela que no le corresponde, en un «Anexo» del requerimiento le dice expresamente al IMS lo que tiene que incluir por escrito la solicitud de cambio de precios máximos. «. . . resulta necesario que se certifique, no sólo que no se han suscrito contratos de compraventa o títulos de adjudicación, tal como se hace en la solicitud de actualización, sino también habrá que certificar que no se han percibido cantidades a cuenta del precio. . .».

El IMS, obediente al requerimiento, realiza el certificado que la Dirección General de Vivienda de la Comunidad de Madrid le había pedido. El citado certificado es de noviembre de 2.005.

Una vez mal “convalidado” el procedimiento en sus aspectos formales, materialmente, el IMS da cumplimiento al Art. 4.2.c. de la Orden 2863/2.004, a la espera de la resolución de la Dirección General de Arquitectura y Vivienda.

El certificado aportado por el IMS dice que, a noviembre de 2.005  «el Instituto Municipal de Suelo de Móstoles, S.A. no ha suscrito contrato de compraventa ni opción de compra, ni título de adjudicación ni se han percibido cantidades a cuenta del precio sobre las viviendas de la promoción objeto de expediente de Calificación [10-GP-00177.5/2.004]».

En el momento de su expedición, el certificado del IMS es cierto en todos sus extremos. En la fecha del certificado no se habían firmado los contratos de adjudicación, ni se habían percibido cantidades a cuenta. Obviamente, el IMS certifica un hecho en una fecha concreta, pero debe respetar su certificado hasta que el órgano decisor considere que los requisitos se han cumplido legalmente, es decir, la situación que certifica (ausencia de contratos de adjudicación y recibo de cantidades a cuenta del precio) debe permanecer inalterada para no desvirtuar la naturaleza jurídica propia del documento.

Antes de que tenga lugar la resolución definitiva de la Dirección General de Arquitectura y Vivienda sobre la actualización de los precios de fecha de 28 de diciembre de 2.005 y recibida por D. ª Araceli Nogales el 5 de enero de 2.006, el IMS, ya había suscrito contratos de adjudicación y percibido cantidades a cuenta del precio de parte de los adjudicatarios, entre los que me encuentro. Se adjunta fotocopia del contrato de adjudicación firmado por los representantes del IMS y yo mismo, en fecha ……………………………………….
Esto significa que el IMS, el día que suscribe contratos de adjudicación y percibe cantidades a cuenta del precio de los adjudicatarios, deja de cumplir el requisito del Art. 4.2.c de la Orden 2863/2.004 porque aún no está autorizado a ello. Ha traicionado a la Comunidad de Madrid, a la que ha aportado un certificado que deja de estar vigente desde ese mismo momento. No debe olvidarse que la autorización para la actualización de los precios máximos se basa en el contenido del citado certificado expedido por el IMS ante la Dirección General de Arquitectura y Vivienda. Desde que el IMS percibe dinero a cuenta del precio, desvirtúa su certificado, porque desde entonces su contenido es ineficaz (deja de desplegar eficacia jurídica) ya que aún no contaba con autorización del órgano competente.

Parece ser que la tutela que, durante todo el procedimiento administrativo tuvo la Comunidad de Madrid con el IMS, no se ha visto correspondida, sino más bien traicionada. El IMS induce a error, confunde, a la Dirección General de Vivienda y Arquitectura, que considera veraz el certificado, al menos hasta la notificación de la resolución definitiva.

No obstante, la Dirección General de Arquitectura y Vivienda de la Comunidad de Madrid haciendo gala de un mayor conocimiento en la materia que el IMS, en su resolución sobre la concesión de la actualización de precios máximos, advierte que: «En ningún caso, esta modificación puede ir en perjuicio de terceros». Esto significa, ni más ni menos que, si, desde que el IMS emite el certificado en el que se dice que no se han suscrito los contratos ni percibido dinero a cuenta del precio, hasta la fecha de resolución, hay algún tercero, no deberá verse perjudicado por esta resolución. Pues bien, el tercero perjudicado he sido yo mismo y todos los adjudicatarios que firmamos esos contratos. La Comunidad de Madrid salvaguarda su responsabilidad en este punto, ya que el certificado es en una fecha concreta, pero la resolución es en otra diferente, y en ese periodo de tiempo, el promotor ha podido, como así hizo, suscribir los contratos de adjudicación y percibir dinero a cuenta del precio.

La solución para el IMS no es sencilla, porque una vez firmados los contratos de adjudicación y percibido cantidades a cuenta del precio por parte de los adjudicatarios, debería, según el Art. 4.2.b de la Orden 2863/2.004, previamente a la solicitud de actualización de los precios, recabar de todos y cada uno de los adjudicatarios el consentimiento expreso «mediante escrito de fecha posterior a la entrada en vigor de la presente Orden, no siendo válido el efectuado en el propio contrato de compraventa u opción de compra o título de adjudicación». Consentimiento que obviamente no tiene el IMS de ninguno de los adjudicatarios, entre los que me incluyo. Es decir, sería necesario volver a solicitar, desde el principio, a la Dirección General de Arquitectura y Vivienda la actualización de los precios máximos de venta, indicando en esta ocasión que sí se han firmado los contratos  de adjudicación y percibido cantidades a cuenta del precio por parte de los adjudicatarios, pero que además se acompaña en documento aparte, el consentimiento expreso de cada uno de los adjudicatarios a favor de la actualización de los precios máximos de venta.

También indica la Dirección General de Arquitectura y Vivienda en la resolución de actualización de precios que «En este único sentido se modifica la cédula original». Esto significa a sensu contrario que para la Calificación Provisional es aplicable respecto a todo lo demás lo contemplado en la resolución del día 28 de septiembre de 2.005. Por lo tanto, por aplicación de la congruencia del procedimiento, si el IMS solicitó financiación cualificada de acuerdo al R.D. 1/2.002, de 11 de enero, sobre medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo del Plan 2.002 – 2.005 y le fue concedida, es de aplicación el Art. 15.b de la citada norma, que dice que el préstamo debe tener un plazo de amortización de 20 años, y no de 25 como el que actualmente grava mi vivienda. Todo lo cual repercute en el régimen de protección de la vivienda.

6º Respecto a los hechos constitutivos de infracción no cabe oponer prescripción, ya que según los Arts. 14 y 15 de la Ley 9/2.003, las infracciones y sanciones clasificadas como muy graves prescriben a los tres años desde el día en que la infracción se haya cometido. Añade la norma que «En las infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de finalización de la actividad o la del último acto con el que la infracción se consuma».

La infracción del IMS ha sido continuada en el tiempo, ya que ha aplicado la actualización de precios máximos desde el día en que se firma el contrato de adjudicación, siguió percibiendo indebidamente la actualización cuando gira tres recibos a la cuenta de cada adjudicatario a cuenta del precio, incrementado en el IVA correspondiente y la infracción se ha consumado con la firma ante notario de las escrituras de venta, el día ……………………………………….
Por todo lo cual,

Solicita
1º La incoación del procedimiento sancionador frente al IMS, al quedar demostrado que el infractor ha incumplido los requisitos legales para poder aplicar la actualización de los precios máximos de venta, y aún así, ha percibido indebidamente el importe total del precio de la vivienda e impuestos indirectos de la que soy propietario, aplicando arbitrariamente la actualización. Es decir, el IMS ha cobrado de forma ilegal o no permitida por la normativa administrativa, la diferencia que hay entre los precios máximos de la Orden 496/2.004 y los de la Orden 2863/2.004 y además ha percibido el IVA correspondiente de dicha actualización.

Esta conducta es constitutiva de infracción muy grave, según el Art. 8.a de la Ley 9/2.003. Según se tipifica, es infracción muy grave «Percibir, por cualquier concepto, en la construcción, compraventa, adjudicación o arrendamiento de las viviendas protegidas, cualquier cantidad no permitida por la normativa aplicable. . .».

2º Solicito la aplicación del Art. 11.1.c de la Ley 9/2.003, «Otras consecuencias derivadas de la infracción», en el que se dice que: «Además de las sanciones precedentes, se impondrán a los infractores, cuando proceda, las siguientes obligaciones: c. Reintegrar a los adjudicatarios, adquirentes o arrendatarios, las cantidades indebidamente percibidas, cuando la infracción cometida sea la tipificada el apartado a. del Artículo 8. . .».

Teniendo en cuenta que el m² útil de la vivienda se ha cobrado con un sobreprecio de 290,02€, y el del garaje con sobreprecio de 174,01€, en mi caso, el perjuicio económico asciende a la cantidad total de ……………… €, desglosado de la siguiente manera: a la vivienda con ………… m² útiles le corresponden ………………€, a las ……… plazas de garaje con …………m² en total le corresponden ……………€, y el 7% de IVA de la suma de ambas cantidades que no me correspondía abonar es de ………………€, además de los intereses legales correspondientes desde la fecha de la infracción.

Solicito la devolución de estas cantidades indebidamente percibidas por el promotor, IMS, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 9.c y 10 de la Ley 9/2003 de Régimen Sancionador en materia de Viviendas Protegidas de la Comunidad de Madrid.
Otrosí digo: solicito que se modifique el régimen jurídico aplicable a la vivienda protegida de la que soy propietario, acorde con la Calificación Provisional que tiene concedida por la Dirección General de Arquitectura y Vivienda, ya sea por silencio administrativo de fecha 23 de octubre de 2.004 o por resolución expresa de fecha 28 de septiembre de 2.005 y las consecuencias que ello tiene en el préstamo cualificado.

Otrosí digo: solicito también por último que los documentos presentados por el promotor IMS de Móstoles con plazo expirado según la Ley 30/1.992 se tengan por no presentados y devengue firme la Calificación Provisional con los precios de la Orden 496/2.004.

Le ruego tenga por presentada esta solicitud de incoación de procedimiento sancionador a los efectos de acudir a la vía contenciosa en el supuesto de no satisfacer su resolución mis pretensiones.

D. ………………………………………………

En Móstoles, a ………………………………de 2.010
